Acción - legitimación // sentencia – congruencia
Cesión de derechos – Notificación al deudor
Expte. Nº 43506 BANCO DE LA PROV. DE BS. AS. C/ FORMENTO CARLOS A. S/ Cobro de Pesos

Nº de Orden: 242.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 22 días del mes de Octubre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43506 caratulada: "BANCO DE LA PROV. DE BS. AS. C/ FORMENTO CARLOS A. S/ Cobro de Pesos", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Rosas, Guardiola.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
A fojas 109/112vta. el Señor Juez de primera instancia dicta sentencia, por la que rechaza la demanda entablada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires contra Carlos Alberto Formento, imponiendo las costas al primero y regulando los honorarios de los profesionales intervinientes.

De tal modo, desestima la pretensión encaminada al cobro de la deuda originada en la utilización por parte del demandado de la tarjeta de crédito Mastercard otorgada por la entidad bancaria accionante.

Para adoptar tal decisión, el Doctor Cognigni hace hincapié en que del peritaje contable realizado en autos, surge que el 30 de mayo de 2002 la deuda cuyo pago aquí se reclama fue transferida al Fideicomiso Ley 12.726; de lo que concluye en que, a partir de entonces, el banco actor perdió la legitimación para proseguir con el cobro, por no ser más el titular del crédito, debiendo haber continuado el Fideicomiso con el presente juicio.

Agrega que la legitimación, que hace a la titularidad del interés que es materia de litigio, constituye un presupuesto o requisito insoslayable para la admisión de la pretensión, cuya falta debe hacerse notar incluso de oficio.

Contra este pronunciamiento, el Doctor Pablo M. Rasuk, en su rol de apoderado del Banco de la Provincia de Buenos Aires, interpone apelación a fojas 118; mientras que a fojas 113 el Doctor Hugo Luis Marty apela por bajos los honorarios que le fueron asignados.

Concedido libremente el primero de tales recursos y en relación el segundo, se remiten los autos a esta Alzada, donde a fojas 131/133vta., el Doctor Rasuk presenta la expresión de agravios.

Allí sostiene la improcedencia de la falta de legitimación pasiva oficiosamente dispuesta por el "a quo", en desmedro del principio de congruencia y afectando el derecho de defensa de su mandante, al parcializar la valoración de las pruebas colectadas, lo que lo condujo al dictado de una sentencia injusta.

Argumenta que su mandante inició la acción el 28/12/2001, compareciendo el accionado a contestar demanda en el mes de septiembre de 2002, cuando ya tenía conocimiento de que su deuda había sido transferida con anterioridad, el 30 de mayo de 2002, al Fideicomiso. Pese a ello, continúa el Doctor Rasuk, ningún planteo efectuó, por lo que la litis quedó trabada en los términos propuestos por su mandante, por lo que ninguna facultad judicial puede alterar dicho marco fáctico. Concluye su razonamiento, diciendo que el "a quo" extralimitó abiertamente el escenario fáctico propuesta por las partes, introduciendo una cuestión ni siquiera esbozada por el accionado y afectando la bilateralidad del proceso y los derechos de propiedad y de defensa en juicio de su mandante.

Corrido traslado dela reseñada expresión de agravios, el demandado no lo contesta, por lo que, luego de dársele por perdida tal facultad, se dicta el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

En tarea decisoria, es dable remarcar que la legitimación para obrar es el requisito en cuya virtud debe mediar una coincidencia entre las personas que actúan en un proceso y las personas a las que la ley habilita especialmente para pretender y para contradecir respecto de la materia sobre la que versa ese proceso (art. 345 inc. 3º C.P.C.; conf. Lino E. Palacio y Adolfo Alvarado Velloso, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", T. 7 pág. 351).

Es decir, la legitimación para obrar hace a la titularidad del interés materia del litigio y constituye un requisito intrínseco de admisibilidad de la pretensión, puesto que hace a la existencia o inexistencia de la relación jurídica en la que se funda el reclamo.

Por ello, el órgano jurisdiccional debe examinar la legitimación para obrar de los sujetos intervinientes en el proceso, e incluso pronunciarse de oficio acerca de su ausencia, aunque no fuera denunciada como excepción previa ni como defensa de fondo, lo que, en modo alguno, vulnera el principio de congruencia, puesto que constituye una cuestión de derecho.

La Suprema Corte de Justicia provincial, adoptando este criterio, ha dicho que "No se lesiona el principio de congruencia al abordar de oficio la legitimación, desde que ésta constituye un requisito esencial de la acción" (Ac. 82123, sent. del 14-4-2004, Sumario Juba B23395).

Una vez aclarada la procedencia de la revisión oficiosa de la legitimación del accionante, resta dilucidar si la circunstancia de que el mismo haya cedido el crédito objeto de litis, excluye su derecho a reclamar su pago.

Sobre el punto, considero útil recordar que sin la notificación del traspaso del crédito al deudor cedido o su aceptación, la cesión carece de efectos respecto de éste y de cualquier otro tercero que tenga interés en contestarla (art. 1459 C.Civil).

Por lo tanto, hasta el momento de la notificación o aceptación, el cedente conserva todos los derechos que le corresponden al titular del crédito, y en consecuencia, puede demandar válidamente su pago, el cual, de verificarse tiene efectos liberatorios respecto del deudor (art. 1468 C.Civil).

No altera este régimen el conocimiento indirecto de la cesión que pudo haber tenido el deudor, no surtiendo aquella efectos a su respecto (art. 1461 C.Civil), salvo que las circunstancias del caso demostraran una grave imprudencia de su parte o una colusión dolosa con el cedente al efectuar el pago a éste, supuestos en los cuales, aunque no medie notificación o aceptación, la cesión puede serle opuesta (art. 1462 C.Civil). (conf. Guillermo A. Borda, Tratado de Derecho Civil, Contratos, Tomo I, págs. 449, 456 y 464).

Sentado ello, debe resaltarse que en autos, el demandado no ha invocado, ni mucho menos acreditado, su aceptación o la notificación de la cesión del crédito en ejecución; por lo que forzoso es concluir que el ejecutante se encuentra legitimado para reclamar su pago, quedando descartada cualquier colusión o imprudencia de aquel, que lo exponga al riesgo de tener que abonar dos veces la misma deuda.

Por otro lado, con la aislada mención a la cesión realizada por el perito contador en el informe producido a fs. 75, no puede considerarse que la misma se haya perfeccionado respecto del demandado. 

Despejadas las dudas existentes en torno a la legitimación activa de modo favorable al recurrente, y en virtud del principio de adhesión implícita a la apelación, habré de ocuparme de darle el debido tratamiento a las defensas esgrimidas por el demandado en autos.

En relación a este punto tiene dicho el superior provincial que: "...Las alegaciones o defensas propuestas en primera instancia por la parte vencedora que no ha apelado por haberle sido favorable el resultado del pleito, quedan sometidas al tribunal de alzada en el supuesto que en esa instancia sea revocado el pronunciamiento. En tal situación tiene operatividad la figura de la denominada adhesión -implícita- a la apelación....". JUBA. B23406. SCBA, Ac 56034, SCBA, Ac 52049, Ac 70060, Ac 81521, Ac 91546, C 98059.-

En tal labor, es dable señalar que el accionado sostiene la inexistencia de la deuda que se le reclama, exponiendo que en el mes de Julio de 2.000 dejó de utilizar la tarjeta "Mastercard" emitida por el Banco accionante, siendo los importes de los resúmenes correspondientes a la misma debitados en su cuenta corriente n° 2529/8 del mismo banco. Además, agrega que la deuda que se le atribuye nunca le fue reclamada, ni por resúmenes de cuenta, ni al momento de cerrarse la cuenta corriente, no habiendo acreditado el banco accionante cuales habrían sido las compras que originaran la deuda que se le imputa. 

Es decir, de sus propios términos, surge el expreso reconocimiento de la existencia del contrato de tarjeta de crédito, como así también de la operatoria por medio de la cual, el banco accionante debitaba los saldos adeudados por la utilización de la misma en una cuenta corriente de su titularidad.

Siguiendo en esta misma dirección, resulta preciso señalar que si bien el accionante no adjuntó los cupones de compra cuyo pago reclama, lo cierto es que conforme surge del informe pericial obrante a fs. 74/75, el demandado tenía, al 9/01/01, un saldo deudor de pesos tres mil cincuenta y siete con setenta y seis centavos ($ 3.057,76),el cual se compadece con el indicado en el resumen acompañado a fs. 24, que fijaba como fecha de pago el 7/12/00.

Asimismo, y en relación a la falta de recepción de los resúmenes de cuenta denunciada por el demandado, es dable señalar que conforme surge del último párrafo del art. 25 de la Ley 25.065, "La copia del resumen de cuenta se encontrará a disposición del titular en la sucursal emisora de la tarjeta", de donde surge que, aún en el supuesto de que el demandado no hubiera recibido los correspondientes resúmenes, el mismo tuvo la posibilidad de consultarlos.

Por lo antes expuesto, y no habiendo el demandado ensayado impugnación alguna al informe pericial referenciado, ni tampoco producido ninguna prueba tendiente a demostrar la veracidad de sus dichos, es que concluyo en que la pretensión debe prosperar (arts. 163 inc. 5, 375, 384 y ccdtes. del C.P.C.).

No obsta la procedencia de la misma la circunstancia de que el banco accionante debitara en una cuenta corriente del demandado, el saldo proveniente de la operatoria realizada por éste con la tarjeta de crédito, atento a que no canalizó su reclamo por la vía ejecutiva, sino que lo hizo a través de un proceso sumario. 

ASI LO VOTO.
Los Señores Jueces Dres.Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr.Castro Durán , dijo:
Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

I).- HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 113, y en consecuencia, CONDENAR al demandado Carlos Formento a pagar al Banco de la Provincia de Buenos Aires la suma de pesos tres mil cincuenta y siete con setenta y seis centavos ($ 3.057,76), con más los intereses que cobra la entidad actora en sus operaciones de descuento a treinta días, desde la fecha de mora acaecida el 7/12/00 y hasta su efectivo pago, con costas de ambas instancias al demandado vencido (arts. 68 y 274 C.P.C. y 1 y ccs. Ley 25.065).-

II).- DEJAR SIN EFECTO los honorarios regulados en primer instancia y DIFERIR su regulación para su oportunidad (arts. 31 y 51 Ley 8.904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

//NIN, (Bs. As), 22 de Octubre de 2.009.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
I).- HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 113, y en consecuencia, CONDENAR al demandado Carlos Formento a pagar al Banco de la Provincia de Buenos Aires la suma de pesos tres mil cincuenta y siete con setenta y seis centavos ($ 3.057,76), con más los intereses que cobra la entidad actora en sus operaciones de descuento a treinta días, desde la fecha de mora acaecida el 7/12/00 y hasta su efectivo pago, con costas de ambas instancias al demandado vencido (arts. 68 y 274 C.P.C. y 1 y ccs. Ley 25.065).-

II).- DEJAR SIN EFECTO los honorarios regulados en primer instancia y DIFERIR su regulación para su oportunidad (arts. 31 y 51 Ley 8.904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
